
 

En atención a lo dispuesto en el artículo 73, segundo párrafo, de 

la Ley de Amparo, así como en la jurisprudencia de rubro: 

“PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE 

AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA 

CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA 

NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA 

INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO 

CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN 

MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.”1 

 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
5809/2016 

DERIVADO DEL AMPARO DIRECTO 
********** 

QUEJOSO Y RECURRENTE: ********** 

 
Vo. Bo. 
Ministra 

 

PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ 
SECRETARIO: ALEJANDRO GONZÁLEZ PIÑA 
 

 

Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día -----------

------------------------- de dos mil diecisiete, emite la siguiente: 

 

                                                           
1 Jurisprudencia P./J.53/2014 (10ª), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página 61. 
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S E N T E N C I A 

 

Mediante la que se resuelve el amparo directo en revisión 

5809/2016, (…) 

 

IV. ESTUDIO 

 

1) En el único agravio se plantea que en la sentencia recurrida, 

indebidamente, se omitió estudiar el concepto de violación en el 

que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 477 de la Ley 

General de Salud, que prevé el delito por el que fue condenado el 

quejoso en la sentencia reclamada.  

 

2) El agravio es fundado porque, en efecto, en la sentencia recurrida 

se omitió el estudio de ese planteamiento de constitucionalidad en 

virtud de que se estimó fundado un diverso planteamiento que 

condujo a la reposición del procedimiento, cuando lo cierto es que 

debió estudiarse preferentemente la cuestión constitucional 

precisada en virtud de que, en caso de ser fundada, el quejoso 

obtendría el mayor beneficio posible en el juicio de amparo.  

 

3) Por ende, esta Primera Sala se avoca al examen de la cuestión 

de constitucionalidad a que se refiere el agravio, planteada en el 

segundo concepto de violación, en los términos siguientes.  

 



 

4) A juicio del quejoso, el artículo 477 de la Ley General de Salud es 

inconstitucional porque viola el principio de taxatividad, ya que 

para que la posesión de narcóticos no constituya el delito previsto 

en la norma, ésta exige tener un permiso conforme a la propia 

Ley, pero la obtención de éste es jurídicamente imposible, ya que 

los artículos 235, 237, 245, 247 y 248 de la Ley General de Salud 

establecen una prohibición absoluta de cualquier acto relacionado 

con los narcóticos. 

 

5) El concepto de violación es infundado, por las razones siguientes. 

 

6) El texto del artículo 477 de la Ley General de Salud, que prevé el 

delito por cuya comisión fue condenado el quejoso en la sentencia 

reclamada, es el siguiente: 

 

ARTICULO 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres 

años de prisión y hasta ochenta días multa al que posea 

alguno de los narcóticos señalados en la tabla en 

cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil 

las previstas en dicha tabla, sin la autorización a que 

se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias del 

hecho tal posesión no pueda considerarse destinada a 

comercializarlos o suministrarlos, aun gratuitamente. 

 
No se procederá penalmente por este delito en contra 

de quien posea medicamentos que contengan alguno 

de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venta al 
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público se encuentre supeditada a requisitos especiales 

de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad 

dichos medicamentos sean los necesarios para el 

tratamiento de la persona que los posea o de otras 

personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los 

tiene en su poder. 

 

7) El principio de taxatividad ha sido materia de reiterados 

pronunciamientos de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en los que se ha precisado su fundamento, definición y 

alcances, así como la forma de analizar su cumplimiento. 

 

8) En la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 

95/20142, se reseñaron los principales pronunciamientos sobre 

este tema y se fijó el parámetro de control constitucional, en que 

se funda la decisión de este asunto. Pronunciamientos que se 

reseñarán a continuación. 

 

9) En el referido precedente, quedó establecido que el principio de 

taxatividad está reconocido en los artículos 9 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y 14 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

10) El artículo 9 de la citada Convención, establece el principio de 

legalidad en los términos siguientes: 

                                                           
2 Fallada el siete de julio de dos mil quince, bajo la ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán. 



 

 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el 
momento de cometerse no fueran delictivos [sic] según el derecho 
aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la 
aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con 
posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de 
una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

 

11) En la interpretación de esa norma convencional, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Fermín 

Ramírez vs. Guatemala, en sentencia de veinte de junio de dos 

mil cinco (párrafo 90) y en el caso Castillo Petruzzi y otros vs. 

Perú, en sentencia de treinta de mayo de mil novecientos noventa 

y nueve (párrafo 121), respectivamente, estableció lo siguiente: 

 

“90. El principio de legalidad constituye uno de los elementos 
centrales de la persecución penal en una sociedad democrática. 
Al establecer que ‘nadie puede ser condenado por acciones u 
omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos 
según el derecho aplicable’, el artículo 9 de la Convención obliga 
a los Estados a definir esas ‘acciones u omisiones’ delictivas en 
la forma más clara y precisa que sea posible. Al respecto, la 
Corte ha establecido: 
 
[...] Con respecto al principio de legalidad en el ámbito penal, [...] 
la elaboración de los tipos penales supone una clara definición 
de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita 
deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas 
sancionables con medidas no penales. 
 
En un Estado de Derecho, los principios de legalidad e 
irretroactividad presiden la actuación de todos los órganos del 
Estado, en sus respectivas competencias, particularmente 
cuando viene al caso el ejercicio de su poder punitivo. 
 
En un sistema democrático es preciso extremar las 
precauciones para que las sanciones penales se adopten con 
estricto respeto a los derechos básicos de las personas y previa 
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una cuidadosa verificación de la efectiva existencia de la 
conducta ilícita. […]” 
 
“121. La Corte entiende que en la elaboración de los tipos 
penales es preciso utilizar términos estrictos y unívocos, que 
acoten claramente las conductas punibles, dando pleno sentido 
al principio de legalidad penal. Este implica una clara definición 
de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita 
deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas 
sancionables con medidas no penales. La ambigüedad en la 
formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo 
al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se 
trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y 
sancionarla con penas que afectan severamente bienes 
fundamentales, como la vida o la libertad. Normas como las 
aplicadas en el caso que nos ocupa, que no delimitan 
estrictamente las conductas delictuosas, son violatorias del 
principio de legalidad establecido en el artículo 9 de la 
Convención Americana.” 

 

12) Asimismo, el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución 

Federal establece: 

 

“Artículo 14.- […] 

 

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por 
simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que 
no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de 
que se trata.” 

 

13) En la sentencia de la acción de inconstitucionalidad 95/2014, se 

recordó que en la interpretación de la porción normativa transcrita, 

la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha sostenido lo siguiente: 

 



 

a) La garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal no se 

circunscribe a los meros actos de aplicación, sino que abarca 

también a la propia ley que se aplica, la que debe quedar 

redactada de tal forma que los términos mediante los cuales 

especifiquen los elementos respectivos sean claros, precisos y 

exactos. 

 

b) La autoridad legislativa no puede sustraerse al deber de 

consignar leyes con expresiones y conceptos claros, precisos y 

exactos, al prever las penas y describir las conductas que señala 

como típicas. 

 

c) Las leyes deben incluir todos sus elementos, características, 

condiciones, términos y plazos, para evitar confusiones en su 

aplicación o demérito en la defensa del procesado.3 

                                                           
3 El análisis anterior se encuentra en la tesis aislada P. IX/95, del Tribunal Pleno. Tesis publicada en la página 

82, del Tomo I, correspondiente a mayo de 1995, Materias Penal y Constitucional, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN 

MATERIA PENAL, GARANTÍA DE. SU CONTENIDO Y ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA LEY 

MISMA La interpretación del tercer párrafo del artículo 14 constitucional, que prevé como garantía la exacta 

aplicación de la ley en materia penal, no se circunscribe a los meros actos de aplicación, sino que abarca 

también a la propia ley que se aplica, la que debe estar redactada de tal forma, que los términos mediante los 

cuales especifique los elementos respectivos sean claros, precisos y exactos. La autoridad legislativa no puede 

sustraerse al deber de consignar en las leyes penales que expida, expresiones y conceptos claros, precisos y 

exactos, al prever las penas y describir las conductas que señalen como típicas, incluyendo todos sus 

elementos, características, condiciones, términos y plazos, cuando ello sea necesario para evitar confusiones 

en su aplicación o demérito en la defensa del procesado. Por tanto, la ley que carezca de tales requisitos de 

certeza, resulta violatoria de la garantía indicada prevista en el artículo 14 de la Constitución General de la 

República.” 

Asimismo, en la jurisprudencia 1a./J.10/2006, dictada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, visible en la hoja 84, del tomo XXIII, correspondiente a marzo de 2006, Materias Constitucional y 

Penal, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: “EXACTA 

APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. LA GARANTÍA, CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, TAMBIÉN OBLIGA AL LEGISLADOR. El 

significado y alcance de dicha garantía constitucional no se limita a constreñir a la autoridad jurisdiccional a 

que se abstenga de imponer por simple analogía o por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada 

por una ley exactamente aplicable al hecho delictivo de que se trata, sino que también obliga a la autoridad 

legislativa a emitir normas claras en las que se precise la conducta reprochable y la consecuencia jurídica por 

la comisión de un ilícito, a fin de que la pena se aplique con estricta objetividad y justicia; que no se desvíe 

ese fin con una actuación arbitraria del juzgador, ni se cause un estado de incertidumbre jurídica al gobernado 

a quien se le aplique la norma, con el desconocimiento de la conducta que constituya el delito, así como de la 

duración mínima y máxima de la sanción, por falta de disposición expresa.” 
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14) A su vez, en dicho precedente se retomó lo resuelto por el Pleno 

de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la diversa 

acción de inconstitucionalidad 29/2011. En ese fallo se aclaró que 

las normas jurídicas son expresadas mediante enunciados 

lingüísticos denominados disposiciones, y se definió el principio 

de taxatividad como la exigencia de que los textos en los que se 

recogen las normas sancionadoras describan con suficiente 

precisión qué conductas están prohibidas y qué sanciones se 

impondrán a quienes incurran en ellas. 

 

15) Asimismo, se explicó que comúnmente se entiende al principio de 

taxatividad como una de las tres formulaciones del principio de 

legalidad, el cual abarca también los principios de no 

retroactividad y reserva de ley. 

 

16) Además se reconoció que la precisión de las disposiciones es una 

cuestión de grado. Por ello, lo que se busca con este tipo de 

análisis no es validar las normas si y sólo si se detecta la certeza 

absoluta de los mensajes del legislador, ya que ello es 

lógicamente imposible, sino más bien lo que se pretende es que 

el grado de precisión sea razonable, es decir, que el precepto sea 

lo suficientemente claro como para reconocer su validez, en tanto 

se considera que el mensaje legislativo cumplió esencialmente su 



 

cometido dirigiéndose al núcleo esencial de casos regulados por 

la norma. 

 

17) El otro extremo es la imprecisión excesiva o irrazonable, es decir, 

un grado de indeterminación tal que provoque en los destinatarios 

confusión o incertidumbre por no saber cómo actuar ante la 

norma jurídica. De aquí que la certeza jurídica y la igualdad en la 

aplicación del Derecho sean los valores subyacentes al principio 

de taxatividad. 

 

18) Con relación al grado de precisión que se exige en las normas 

penales, en ambas acciones de inconstitucionalidad se aludió al 

criterio que dio origen a la jurisprudencia 1a./J. 54/2014 (10a.) de 

la Primera Sala, cuyo contenido es el siguiente: 

 

“PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE 
DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE 
SUS POSIBLES DESTINATARIOS. El artículo 14, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consagra el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley 
en materia penal al establecer que en los juicios del orden 
criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por 
mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicable al delito de que se trata. Este derecho 
fundamental no se limita a ordenar a la autoridad jurisdiccional 
que se abstenga de interpretar por simple analogía o mayoría de 
razón, sino que es extensivo al creador de la norma. En ese 
orden, al legislador le es exigible la emisión de normas claras, 
precisas y exactas respecto de la conducta reprochable, así 
como de la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito; 
esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe 
estar claramente formulado. Para determinar la tipicidad de una 
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conducta, el intérprete debe tener en cuenta, como derivación 
del principio de legalidad, al de taxatividad o exigencia de un 
contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley. 
Es decir, la descripción típica no debe ser de tal manera vaga, 
imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad 
en su aplicación. Así, el mandato de taxatividad supone la 
exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica 
sea tal, que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido 
por el destinatario de la norma. Sin embargo, lo anterior no 
implica que para salvaguardar el principio de exacta aplicación 
de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o locución 
utilizada al redactar algún tipo penal, toda vez que ello tornaría 
imposible la función legislativa. Asimismo, a juicio de esta 
Primera Sala, es necesario señalar que en la aplicación del 
principio de taxatividad es imprescindible atender al contexto en 
el cual se desenvuelven las normas, así como sus posibles 
destinatarios. Es decir, la legislación debe ser precisa para 
quienes potencialmente pueden verse sujetos a ella. En este 
sentido, es posible que los tipos penales contengan conceptos 
jurídicos indeterminados, términos técnicos o vocablos propios 
de un sector o profesión, siempre y cuando los destinatarios de 
la norma tengan un conocimiento específico de las pautas de 
conducta que, por estimarse ilegítimas, se hallan prohibidas por 
el ordenamiento. El principio de taxatividad no exige que en una 
sociedad compleja, plural y altamente especializada como la de 
hoy en día, los tipos penales se configuren de tal manera que 
todos los gobernados tengan una comprensión absoluta de los 
mismos, específicamente tratándose de aquellos respecto de los 
cuales no pueden ser sujetos activos, ya que están dirigidos a 
cierto sector cuyas pautas de conducta son muy específicas, 
como ocurre con los tipos penales dirigidos a los miembros de 
las Fuerzas Armadas.”4 

 

19) En la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 

95/2014, se destacó que ante dichas formulaciones del principio 

de legalidad en materia penal deriva la importancia que la 

dogmática jurídico-penal asigna al elemento del delito llamado 

tipicidad, entendido como la constatación plena del 

                                                           
4 Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 8, Julio de 2014, Tomo I, página 131.  



 

encuadramiento exacto entre los componentes de una hipótesis 

delictiva descrita en la ley y un hecho concreto acontecido y 

probado en el mundo fáctico. 

 

20) La tipicidad es un presupuesto indispensable del acreditamiento 

del injusto penal y constituye la base fundamental del principio de 

legalidad que rige, con todas sus derivaciones, como pilar de un 

sistema de derecho penal en un Estado democrático de Derecho. 

 

21) Se sostuvo que del principio de legalidad deriva el de taxatividad, 

que exige la formulación, en términos precisos, de los supuestos 

de hecho que pretenden regular las normas penales, a partir de 

dos directrices: a) el uso de conceptos con el menor grado de 

vaguedad posible para determinar los comportamientos 

penalmente prohibidos5; y, b) la preferencia por el uso de 

conceptos descriptivos (p. ej. privar de la vida) frente a los 

conceptos valorativos (p. ej. ultrajar)6. 

 

22) Lo que no es otra cosa que la exigencia de un contenido concreto 

y unívoco en la labor de tipificación de la ley. Es decir, la 

descripción típica no debe ser vaga, imprecisa, abierta o amplia, 

al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación, pues para 

                                                           
5 Es decir, el uso de conceptos cuya zona de claridad sea lo más amplia posible (el conjunto de casos en que 

claramente aplica el concepto), y cuya zona de penumbra (los casos en los que es dudoso si aplica o no el 

concepto) sea lo más reducida posible.  
6 Esto es, la preferencia por conceptos con un contenido informativo/descriptivo denso, susceptible de ser 

verificado objetivamente mediante procedimientos empíricos, y en los que el recurso a valoraciones para 

determinar su aplicabilidad se reduzca en lo posible.   



 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5809/2016 

12 

garantizar la prohibición de analogía o mayoría de razón en la 

aplicación de la ley penal, ésta debe ser exacta, y no sólo porque 

a la infracción corresponda una sanción, pues sucede que las 

normas penales deben cumplir una función motivadora en contra 

de la realización de delitos, para lo que resulta imprescindible que 

las conductas punibles estén descritas con exactitud y claridad, 

pues no se puede evitar aquello que no se tiene posibilidad de 

conocer con certeza. 

 

23) En ese sentido, se concluyó que el principio de taxatividad supone 

la exigencia de que el grado de determinación de la conducta 

típica sea tal que lo que es objeto de prohibición pueda ser 

conocido sin problemas por el destinatario de la norma. De 

manera que esta exigencia no se circunscribe a los meros actos 

de aplicación de encuadrar la conducta en la descripción típica, 

sino que abarca también a la propia ley que se aplica, la que debe 

quedar redactada de forma tal que los términos mediante los 

cuales especifiquen los elementos respectivos sean claros y 

exactos. 

 

24) Lo anterior implica que al prever las penas la autoridad legislativa 

no puede sustraerse del deber de describir las conductas que 

señalen como merecedoras de sanción penal, incluyendo todos 

sus elementos, características, condiciones, términos y plazos, 

pues ello es necesario para evitar confusiones en su aplicación, o 



 

demérito en la defensa del procesado. Por tanto, la ley que 

carezca de tales requisitos de certeza resultará violatoria de la 

garantía indicada. 

 

25) Sin embargo, en ese mismo fallo se aclara que el mandato de 

taxatividad sólo puede obligar al legislador penal a una 

determinación suficiente y no a la mayor precisión imaginable; por 

tanto, no se puede exigir una determinación absoluta. Desde esta 

perspectiva, la taxatividad tiene un matiz consistente en que los 

textos legales que contienen las normas penales únicamente 

deben describir con suficiente precisión qué conductas están 

prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en 

ellas. 

 

26) También se precisó que para analizar el grado de suficiencia en la 

claridad y precisión de una expresión se puede acudir (i) tanto a la 

gramática, (ii) como al contraste entre dicha expresión con otras 

contenidas en la misma (u otra) disposición normativa. Incluso, la 

Primera Sala de este Tribunal ha ido más allá al considerar 

imprescindible atender (iii) al contexto en el cual se desenvuelven 

las normas, (iv) y a sus posibles destinatarios (esto, 

especialmente, cuando se trata de delitos que regulan actividades 
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sociales especializadas, como las actividades profesionales, por 

ejemplo)7.  

 

27) En suma, en atención a lo resuelto en los reseñados precedentes, 

la norma que describa alguna conducta que deba ser sancionada 

penalmente resultará inconstitucional por vulnerar el principio de 

taxatividad, si su imprecisión es excesiva o irrazonable, es decir, 

tiene un grado de indeterminación tal, que provoque en los 

destinatarios confusión o incertidumbre por no saber cómo actuar 

ante la norma jurídica. 

 

28) Pues bien, esta Sala considera necesario reiterar y abundar sobre 

el sentido y alcance del principio de taxatividad, como 

especificación del principio de legalidad.  

 

29) Como ya se mencionó, el principio de legalidad en materia penal 

implica -entre otras cosas- que la redacción de los tipos penales 

debe ser suficientemente clara y precisa. Una disposición jurídica 

                                                           
7 La legislación no sólo debe ser precisa para quienes potencialmente pueden verse sujetos a ella, sino también 

se debe atender al contexto en que se desenvuelven las normas (para observar si dentro del mismo se puede 

tener un conocimiento específico de las pautas de conducta que, por estimarse ilegítimas, se hallan prohibidas 

por el ordenamiento). En cuanto a los puntos (iii) y (iv), en sentido idéntico se pronunció la Primera Sala al 

resolver el amparo en revisión 448/2010, en sesión de 13 de julio de 2011. Y en un sentido similar en la 

jurisprudencia 1/2006, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXIII, de Febrero de 2006, Página 537, cuyo rubro es: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD 

NO DEPENDE DE QUE ESTABLEZCAN CONCEPTOS INDETERMINADOS”; así como “PRINCIPIO 

DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN 

EL CUAL SE DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES 

DESTINATARIOS”, Décima Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 8, Julio de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 54/2014 (10a.), 

Página: 131. 



 

satisface la exigencia de taxatividad si el destinatario de la norma 

puede anticipar con certeza la conducta que está prohibida y 

distinguirla de la que está permitida, para poder normar su 

conducta. 

 

30) Las razones que justifican esta exigencia dirigida de manera 

directa al legislador son garantizar la certeza jurídica, la igualdad 

ante la ley, y en último término, la autonomía personal.  

 

31) En efecto, la exigencia de taxatividad tiene sentido tomando en 

consideración que la transgresión a normas penales puede 

conllevar consecuencias severas como la afectación grave a -o 

privación de- bienes jurídicos como la libertad u otros derechos.  

 

32) Por ello, dado que las consecuencias jurídicas de un delito (y el 

proceso mismo, a menudo) implican una afectación intensa a 

derechos fundamentales, es de suma importancia que los 

potenciales afectados, los destinatarios de la norma, tengan 

certidumbre acerca de qué conductas específicas están 

prohibidas, y qué conductas están permitidas.  

 

33) Pero además, la exigencia de taxatividad se justifica porque las 

funciones preventivo generales del derecho penal, consistentes 

en disuadir de la comisión de delitos para preservar bienes 

jurídicos, sólo pueden ser realizadas si los destinatarios tienen 
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certidumbre acerca de qué conductas están prohibidas, pues una 

condición de posibilidad para motivar la conducta con arreglo al 

tipo penal es la inteligibilidad de éste, es decir, la precisión en 

cuanto a cuáles conductas están prohibidas y cuáles permitidas. 

 

34) La exigencia de taxatividad protege otro valor fundamental en un 

Estado constitucional y democrático de derecho: la igualdad ante 

la ley. Una ley imprecisa confiere al aplicador, al juez, una 

discreción amplia para determinar si un caso se subsume o no en 

la norma. Esta discreción amplia conferida a una multitud de 

jueces entraña el riesgo de que casos semejantes reciban un trato 

desigual. Incluso de que un mismo juez haga un uso arbitrario de 

esa discreción, para tratar de forma distinta casos iguales con 

base en propiedades no controladas por el derecho. El principio 

de taxatividad se justifica, entre otras cosas, por la necesidad de 

garantizar la igualdad ante la ley, esto es, al exigir que las normas 

penales sean claras y precisas se evita en la mayor medida 

posible el riesgo de que se apliquen de manera desigual a casos 

esencialmente semejantes, puesto que se reduce en la mayor 

medida posible el ámbito de casos dudosos sobre la aplicabilidad 

de la norma en los que la discreción judicial entra en juego.  

 

35) Pero además, y sobre todo, el principio de taxatividad se justifica 

a partir del principio de autonomía personal, de acuerdo con el 

cual, al ser valiosa en sí misma la libre elección individual de 



 

planes de vida e ideales de excelencia humana, el Estado tiene 

prohibido interferir indebidamente con la elección y 

materialización de estos, debiendo limitarse a diseñar 

instituciones que faciliten la persecución individual de esos planes 

de vida y la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno 

elija, así como a impedir la interferencia injustificada de otras 

personas en su persecución. 

 

36) En efecto, una condición necesaria para poder elegir y llevar a 

cabo un plan de vida y/o ideal de excelencia humana, es la 

posibilidad de anticipar con razonable certeza qué conductas 

están prohibidas y las consecuencias de vulnerar esa prohibición, 

pues la incertidumbre acerca del ámbito de lo prohibido genera un 

efecto inhibidor de la libertad personal y expone a los individuos a 

consecuencias sumamente gravosas e imprevisibles, con el 

potencial de truncar un plan de vida libremente elegido. 

 

37) En resumen, una norma satisface ese estándar si brinda certeza 

jurídica acerca de cuál conducta es punible y cuál no; respeta la 

autonomía personal al permitir anticipar con certeza las 

consecuencias de los propios actos; proscribe la arbitrariedad de 

las autoridades de procuración e impartición de justicia y 

garantiza un trato igualitario ante la ley.  
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38) Ahora bien, para determinar si una norma satisface el principio de 

taxatividad es necesario tener en cuenta dos aspectos o facetas 

de las normas. Por una parte, las normas tienen una función 

directiva, de guía o motivación de la conducta, es decir, las 

normas cumplen la función de informar al destinatario, 

específicamente, qué conductas le están permitidas, prohibidas o 

son obligatorias (por ejemplo: prohibido matar). Por otra parte, las 

normas tienen una dimensión valorativa, puesto que expresan 

que ciertos bienes o estados de cosas son valiosos, deseables, 

etc. (por ejemplo: la vida es valiosa).  

 

39) Este aspecto bifronte está presente en todas las normas, aunque 

se manifiesta en grados diversos. Mientras más se acentúa 

alguno de los aspectos, el otro pasa a segundo plano, aunque 

siempre permanece en el trasfondo.  

 

40) Pues bien, el principio de taxatividad requiere destacar en la 

mayor medida posible el aspecto directivo de las normas: es 

necesario que el destinatario de la prohibición sepa exactamente 

qué conducta está prohibida, incluso si no comprende por qué 

está prohibida, es decir, la norma debe cumplir su función 

directiva de guiar la conducta incluso si el destinatario es incapaz 

de atisbar las razones subyacentes o la dimensión valorativa de 

las normas. 

 



 

41) En este sentido, el principio de taxatividad requiere que los 

enunciados de los tipos penales gocen de autonomía semántica 

respecto de las razones subyacentes que tuvo el legislador para 

emitirlos, esto es, que cualquier destinatario de cultura e 

inteligencia medias pueda saber con certeza cuál es la conducta 

prohibida y cuál la permitida, a partir de la simple lectura del 

enunciado normativo, incluso si no logra percibir las razones 

subyacentes que justifican esa prohibición; pues basta con ese 

conocimiento para que la norma penal cumpla con su función de 

dirigir o motivar la conducta y proteger bienes jurídicos. 

 

42) Esta exigencia requiere, entonces, que las disposiciones se 

confeccionen, en el mayor grado posible, mediante el uso de 

expresiones no ambiguas, es decir, unívocas (que no tengan 

varios significados). Estas expresiones deben designar conceptos 

lo menos vagos posibles, esto es, conceptos cuyas propiedades 

estén bien definidas y su aplicación sea clara en la gran mayoría 

de los casos. Deben preferirse, en la medida de lo posible, los 

conceptos descriptivos, verificables empíricamente (p.ej. privar de 

la vida), a los valorativos, que usualmente implican mayor 

indeterminación (p. ej. ultrajar). 

 

43) En suma, si la descripción típica de la conducta no puede 

precisarse sino ex post a través de los cánones de interpretación 

jurídica empleados por el juzgador, entonces no satisface el 
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principio de taxatividad, pues ello confirma que desde la 

perspectiva del destinatario (ex ante) no era posible distinguir la 

conducta prohibida de la permitida, teniendo en cuenta que al 

destinatario de las normas penales no se le puede exigir que 

realice razonamientos interpretativos altamente técnicos y propios 

de la profesión jurídica, para poder determinar qué conducta era 

penalmente ilícita.  

 

44) En el presente caso, entonces, se analizará con base en las 

consideraciones que preceden si el artículo 477 de la Ley General 

de Salud alcanza el grado de claridad y precisión que exige el 

principio de taxatividad. 

 

45) A juicio del quejoso, esa norma no satisface la exigencia de 

taxatividad porque establece que, para que la posesión de 

narcóticos no constituya el delito previsto en la norma, ésta exige 

tener un permiso conforme a la propia Ley, pero la obtención de 

éste es jurídicamente imposible, ya que los artículos 235, 237, 

245, 247 y 248 de la Ley General de Salud establecen una 

prohibición absoluta de cualquier acto relacionado con los 

narcóticos. 

 

46) El argumento es ineficaz, por dos razones.  

 



 

47) En primer lugar, porque se apoya en una premisa inexacta, ya 

que conforme a la Ley General de Salud, sí es posible, en ciertos 

casos, obtener un permiso para poseer narcóticos, pues en su 

artículo 238 establece que solamente para fines de investigación 

científica, la Secretaría de Salud autorizará a los organismos o 

instituciones que hayan presentado protocolo de investigación 

autorizado por aquella dependencia, la adquisición de 

estupefacientes a que se refiere el artículo 237 de esa Ley. 

 

48) Pero además, el artículo 477 de la Ley General de Salud 

impugnado no establece la prohibición absoluta de obtener el 

permiso, a que alude el quejoso. Si lo que el quejoso pretende 

cuestionar es la constitucionalidad de esta prohibición, entonces, 

debe tenerse en consideración que ésta -que no tiene un alcance 

absoluto, sino relativo, como acaba de verse-, la establecen 

normas de la Ley General de Salud distintas de la impugnada y 

que además no fueron aplicadas al quejoso en la secuela 

procesal, por lo que en todo caso el argumento es ineficaz porque 

existe un impedimento técnico para abordarlo en este recurso.   

  

49) En segundo lugar, porque al margen de si, conforme a la Ley 

General de Salud, puede o no obtenerse autorización para poseer 

narcóticos, lo cierto es que el artículo 477 de ese ordenamiento sí 

satisface la exigencia de taxatividad, pues de su lectura se 
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advierte con claridad suficiente cuáles son los elementos del tipo 

penal en cuestión, a saber: 

 

a) Poseer alguno de los narcóticos señalados en la tabla, 

 

b) En cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las 

previstas en la tabla 

 

c) Sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud 

 

d) En circunstancias tales que la posesión no pueda considerarse 

destinada a comercializarlos o suministrarlos, aun 

gratuitamente. 

 

50) De lo anterior se advierte claramente cuál es la conducta 

prohibida: poseer los narcóticos descritos en la tabla, en cantidad 

inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en la 

tabla, en circunstancias tales que la posesión no pueda 

considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aun 

gratuitamente, y sin que se cuente con la autorización para 

poseerlas a que se refiere la Ley General de Salud.  

 

51) En efecto, la simple lectura de esa disposición permite saber, con 

suficiente claridad, cuál es la conducta prohibida por el tipo penal 

y, por ende, normar la propia conducta, pues al margen de si es 



 

posible, o no, obtener una autorización para poseer narcóticos 

conforme a la Ley General de Salud, es perfectamente claro que 

poseer narcóticos, en esas circunstancias, sin autorización de la 

autoridad sanitaria, constituye un delito.  

 

52) Dicho con otras palabra, el hecho de que no pudiera 

jurídicamente obtenerse en ningún caso autorización para poseer 

un narcótico (lo que no es exacto, como se mencionó), no incide 

en forma alguna sobre la claridad de la descripción típica, pues 

cualquier persona de cultura e inteligencia medias, con la simple 

lectura de esa disposición, sabe qué conducta está prohibida, a 

saber, poseer narcóticos, en esas circunstancias, sin autorización 

de la autoridad sanitaria a que se refiere la ley.  

 

53) Por lo tanto, debe concluirse que el artículo 477 de la Ley General 

de Salud respeta el principio de taxatividad, pues permite conocer 

a partir de su simple lectura, con suficiente certeza, cuál es la 

conducta prohibida por la ley, y por ende, en este sentido respeta 

los valores que justifican la exigencia de taxatividad: certeza 

jurídica, igualdad de trato y autonomía personal. 

 

54) Sin que beneficie la argumentación del quejoso la apelación al 

amparo en revisión 237/2014, resuelto por esta Primera Sala el 

cuatro de noviembre del dos mil quince, pues en dicha resolución 

no se examinó la constitucionalidad del artículo impugnado en 
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este juicio, sino la de los artículos 235, último párrafo, 237, 245, 

fracción I, 247, último párrafo, y 248, todos de la Ley General de 

Salud, e incluso se aclaró expresamente que en esa resolución no 

se examinaba la constitucionalidad de normas, como la 

impugnada, que establecen prohibiciones penales en relación con 

los narcóticos.  

 

(…) 

 
EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 116 DE LA LEY 
GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y EN LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 68 Y 71, DE LA 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA, EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE SUPRIME LA 
INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE COMO RESERVADA 
O CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS SUPUESTOS 
NORMATIVOS 

 


